En Buenos Aires, a los 27 del mes de agosto de dos mil diez reunidos los Señores Jueces de Cámara en la Sala de Acuerdos, fueron traídos para conocer los autos seguidos por: "KANDRASKI, GUSTAVO DARÍO C/ PEREZ, FRANCISCO OSVALDO Y OTRO S/ ORDINARIO", en los que según el sorteo practicado votan sucesivamente los jueces Miguel F. Bargalló, Ángel O. Sala y Bindo B. Caviglione Fraga. 

Estudiados los autos, la Cámara plantea la siguiente cuestión a resolver: 

¿Es arreglada a derecho la sentencia apelada de fs. 684/99? 

El Juez de Cámara, Miguel F. Bargalló dice: 

I. GUSTAVO DARÍO KANDRASKI (Kandraski) demandó a FRANCISCO OSVALDO PÉREZ (Pérez) y ADRIÁN SERGIO DYSZEL (Dyszel) por cobro de DÓLARES ESTADOUNIDENSES CINCO MIL (U$S 5.000) en concepto de comisión por la operación de corretaje que afirmó haber concertado con ambos. 

Sostuvo ser martillero y corredor público, y que en octubre de 2003 el codemandado Diszel le comunicó su decisión de vender el galpón sito en la calle Bolivia 3021, esquina Pueyrredón, del Partido de Tres de Febrero, Provincia de Buenos Aires, haciéndole entrega de los planos y título de propiedad e informándole que registraba deudas por impuestos impagos, habiéndose acordado verbalmente el precio de venta en U$S 55.000. 

Expuso que la inmobiliaria a su cargo colocó un cartel de venta en el inmueble y concretó avisos en numerosas publicaciones, encargándose también de reunir los certificados de deuda de servicios municipales e impuestos actualizados. 

Afirmó que la propiedad fue visitada por sucesivos interesados hasta que, el 19-03-05, el codemandado Pérez suscribió una reserva de compra por la cual le entregó U$S 300, y en la que se estableció que: a) el precio de venta era de U$S 20.000 en razón de que Pérez asumiría la cancelación de las deudas que totalizaban $ 86.965 (aproximadamente U$S 30.300); b) la conformidad del vendedor debía ser prestada dentro de los 30 días; c) la escritura traslativa de dominio se otorgaría dentro de los 60 días contados desde su firma; y d) Pérez asumía el pago de U$S 5.000 en concepto de honorarios por la gestión de la compraventa del inmueble. 

Adujo que comunicó la reserva a Dyszel, quien si bien inicialmente manifestó su conformidad con la propuesta, luego fue difícil de contactar para celebrar la escritura traslativa de dominio, habiéndole informado posteriormente que la propiedad ya había sido vendida a Pérez, pero que ninguna suma le sería abonada. 

Manifestó que la operación entre ambos demandados se efectuó dentro de los 30 días establecidos en la reserva de compra del 19-03-05, y que su intermediación permitió contactarlos y establecer las condiciones para la venta, en tanto fueron aceptadas por los dos accionados. Arguyó que habiéndose concretado la operación, corresponde que los demandados le abonen el importe que en concepto de honorarios, intervención y gestiones se comprometió Pérez a efectivizar al hacerse la reserva. 

II. A fs. 193/6 FRANCISCO OSVALDO PÉREZ respondió a la demanda solicitando su rechazo. 

Efectuó una pormenorizada negativa de los hechos y, en particular, de la condición de martilllero y corredor público de Kandraski y haber suscripto la reserva de compra que éste acompañó. 

Afirmó que el 19-04-05 el codemandado Dyszel cedió a su favor todos los derechos, obligaciones y acciones hereditarias que le correspondían en relación a dos lotes de terreno ubicados en la localidad de Caseros, Partido de Tres de Febrero, Pcia. de Buenos Aires, conviniendo el precio total en la suma de PESOS CINCUENTA Y OCHO MIL ($ 58.000). 

Sostuvo que la cesión se realizó sin ningún tipo de participación como intermediario de persona física o ideal alguna, y que no tuvo ninguna relación jurídica con Kandraski. 

III. A fs. 199/203 ADRÍAN SERGIO DYSZEL respondió a la demanda, requiriendo su desestimación. 

Expuso que a mediados de octubre de 2003 mantuvo una conversación con su vecino Marcelo Kandraski, quien le comentó que poseía una inmobiliaria en la Av. Nazca y le ofreció trabajar el galpón que tenía para la venta. Explicó que le hizo entrega de la copia del título de propiedad y de los planos originales del inmueble, informándole que, como la propiedad registraba deudas por impuestos, su intención era recibir la suma de DÓLARES ESTADOUNIDENSES VEINTE MIL (U$S 20.000), libre de cualquier tipo de gastos y comisiones, no importándole el importe de venta que Kandraski quisiera pedir. 

Afirmó que luego de más de ocho meses sin tener noticias preguntó a su vecino si se estaban realizando publicaciones y cómo era que se trabajaba la venta del inmueble, respondiéndole éste que su hermano, Gustavo Darío, se lo informaría. Sostuvo que el actor le manifestó que como el local poseía muchas deudas, juicios y se hallaba en provincia, su venta se hacía dificultosa ya que su fuerte era Capital Federal. 

Refirió que cuando apareció un posible comprador a fines de octubre de 2004, éste le solicitó una rebaja en el precio atento que la comisión que pretendía recibir Kandraski era de U$S 5.000, y que no abonaría dicha suma. 

Relató que a mediados de noviembre se presentó en las oficinas de la inmobiliaria manifestando al actor que en tales condiciones retiraba de la venta el inmueble, y que requirió la restitución de la documentación entregada en razón de que manejaría en forma personal su enajenación, pero que nunca le fue devuelta. 

Sostuvo que a fines del mes de febrero del siguiente año, por intermedio de una persona amiga de la familia le presentaron al codemandado Pérez, a quien le comentó que estaba vendiendo una propiedad en Caseros que poseía deudas, y por la cual pretendía la suma de U$S 20.000 por todo concepto, libre de gastos. 

Dijo que Pérez le manifestó que respecto de los juicios existentes él podría hacerse cargo atento su condición de abogado, y que recabaría los datos respecto de las deudas actualizadas, informándole a los pocos días que no habría problemas en realizar la operación, la cual se concretó el 19-04-05 en una escribanía de conocimiento del comprador mediante una cesión de derechos, obligaciones y acciones hereditarias, actuando él en representación de su esposa. 

Invocó que la acción iniciada en su contra es contradictoria por cuanto persigue el cobro de honorarios convenidos en un instrumento en el cual se manifiesta que sería el comprador quien asumiría su pago, y también por haber reconocido el propio actor que al inicio de su relación comercial, ambos habían pactado que la parte vendedora no abonaría suma alguna por la intermediación en la compraventa. 

Adujo que en ningún momento Kandraski se ocupó de reunir los certificados de deuda, en tanto fueron tramitados por él en forma personal y entregados a Marcelo Kandraski en su domicilio con anterioridad a la fecha en la cual se le manifestó que retiraba de la venta el inmueble. 

Agregó que de las publicaciones que el actor sostuvo haber realizado no surge identificada la propiedad en forma particular, pudiendo pertenecer a cualquier galpón o industria de las que en gran cantidad existen en la zona de Caseros. Precisó al respecto que existe una diferencia entre la superficie total de ambos lotes y la informada en las presuntas publicaciones realizadas por el actor. 

III. La sentencia de primera instancia hizo lugar a la demanda contra el codemandado Pérez, condenándolo al pago de CINCO MIL DÓLARES ESTADOUNIDENSES (U$S 5.000), con más intereses y costas. A su vez rechazó el reclamo contra el codemandado Dyszel, imponiendo las costas al demandante vencido. 

Para así decidir, consideró que los peritajes caligráficos realizados en esta causa, así como en la tramitada en sede penal en el marco de la denuncia efectuada por el codemandado Pérez contra Kandraski por estafa procesal, acreditan que la firma obrante en el instrumento de reserva de compra es de autoría de dicho codemandado. Ello, pues apreció que ninguno de los expertos que lo analizó, salvo el consultor técnico propuesto por Pérez, concluyó que la firma desconocida no fuera obra de éste. 

Por otro lado, consideró no probada la revocación de la autorización verbal que Dyszel otorgó a Kandrasky para que pusiera en venta el inmueble, y señaló que la fecha de celebración de la cesión -a través de la cual Dyszel como apoderado de su cónyuge transmitió a Pérez los derechos y acciones hereditarias que correspondieran en relación a dicha propiedad-, era coincidente con el vencimiento del plazo fijado en la reserva de compra para obtener la conformidad de la parte vendedora. 

Estimó, así, que tal circunstancia permitía suponer que mediante la suscripción de la referida cesión, los demandados intentaron sustraer del conocimiento de Kandraski la transferencia del inmueble a fin de evitar el pago de la comisión acordada con Pérez al suscribir la oferta de compra. 

Asimismo, juzgó no haberse acreditado que Pérez y Dyszel se hubieran conectado por intermedio de una persona amiga, en tanto no se ofreció el testimonio de ésta ni se denunció su nombre. 

No obstante, señaló que de la "Oferta y/o Reserva de Compra" (las comillas pertenecen al fallo) no surgía que Dyszel -en su carácter de representante del titular del inmueble enajenado- se hubiese obligado al pago de la suma reclamada por el actor, por lo que el reclamante no probó que el vendedor se hubiese comprometido a cancelar suma alguna por su intermediación. 

Ello así, admitió la demanda únicamente contra el comprador Pérez rechazando el argumento relativo a la falta de matriculación de Kandraski como martillero en la jurisdicción donde se asentaba el inmueble, en tanto consideró que las actitudes asumidas por las partes, permitían apartarse de lo normado por la ley 20.266, 33 


. 

IV. El fallo fue apelado por Pérez (fs. 700) y por Kandraski (fs. 708). El demandado mantuvo su recurso con la presentación de fs. 718/30, contestada a fs. 754/63. El demandante expresó agravios a fs. 735/41, respondidos a fs. 743/4 por Pérez. A fs. 828/44 y 852/68 se agregaron copias certificadas de la causa "Kandraski, Gustavo Darío p/estafa procesal en concurso ideal con el uso de un documento privado falso", tramitada por ante el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción N° 47, Secretaría N° 136. 

a) Kandraski se agravia del: i) rechazo de la demanda respecto del codemandado Dyszel y ii) de la tasa de interés fijada en la condena contra Pérez por considerarla reducida. 

b) Los agravios de Pérez se ciernen sobre los siguientes aspectos: i) nulidad de la sentencia por no haber hecho referencia a la prejudicialidad planteada por su parte; ii) apartamiento de la normativa que regula el ejercicio de la profesión de martillero y corredor público; iii) errónea atribución de autoría de la firma obrante en el instrumento de reserva, habiéndose mal interpretado los informes de los peritos calígrafos; y iv) quantum reconocido en concepto de comisión. 

V. Razones de orden lógico imponen analizar en primer término los agravios del codemandado, en tanto persiguen la revocación íntegra de la condena en su contra. 

1) Preliminarmente cabe señalar que, en tanto el recurso de apelación comprende el de nulidad por defectos de la sentencia (CPr., 253 

) y dado que el codemandado Pérez lo sustentó en la necesidad de contar previamente con la resolución definitiva de la causa tramitada en sede penal, de la que obra glosada a estas actuaciones copia certificada (fs. 401/16), el planteo de nulidad ha devenido abstracto. 

2) Ello así, se impone atender en primer término el agravio relativo a la pérdida del derecho de Kandraski a exigir comisión por no encontrarse matriculado como corredor público. 

a) La cuestión fue introducida por Pérez al contestar a la demanda (fs. 193/6) y reforzada la argumentación al alegar, por lo que corresponde su consideración, y con carácter previo a los restantes agravios, en tanto refiere a la legitimación del demandante. 

En efecto, como la legitimación de quien reclama es un requisito o presupuesto de viabilidad de la acción, el juez debe pronunciarse acerca de su existencia o inexistencia aun en la hipótesis de que el demandado se haya abstenido de plantear esta última, en oportunidad de contestar a la demanda (CNCom., Sala B, "Golder S.A. c/ Granero Anibal" del 04-09-05; íd. idem. Sala D, "Honigman de Brandt c/ Circulo de Inversores S.A. de Ahorro para fines determinados", del 29-10-98). 

De modo que la falta de legitimación para obrar puede ser declarada también de oficio por parte del sentenciante de grado, como del tribunal de alzada, por cuanto no sólo es una facultad, sino un deber del magistrado examinarla, antes de analizar la fundabilidad de la pretensión incoada, en cualquier momento y aun en oportunidad de dictar sentencia (CNCom., Sala A, "Castro, Alejandro c/ Xerox Argentina S.A.", 27-6-06; Sala E; "Paredes Group S.A. c/ Siro S.A. y otro", del 22-09-04; "Lah Ukmar V. c/ Miguens Ernesto G.", del 09-06-09). 

b) La ley 20.266 

-modificada por la 25.028 

- establece que quien pretenda ejercer la actividad de corredor, debe inscribirse en la matrícula de la jurisdicción correspondiente. Para ello exige cumplir ciertas condiciones habilitantes, entre las cuales se encuentra la de constituir una garantía real o personal cuya clase y monto serán determinados por el organismo que tiene a su cargo el control de la matrícula (art. 3 

). Ello a fin de responder al pago de los daños y perjuicios que pudiere causar la actividad del matriculado, de las sumas por las que fuere declarado responsable y de las multas que se le aplicaren (art. 6 

). 

A su vez, determina que quienes pretendan ejercer tal actividad sin cumplir esas condiciones, no tendrán acción para cobrar la remuneración prevista en el artículo 37 

, ni retribución de ninguna especie (art. 33 in fine 

). 

En concordancia con la citada norma, la ley 10.973 

de la Provincia de Buenos Aires, dispone que para ejercer la profesión de Martillero y Corredor Público se requiere: i) tener certificado habilitante de rematador o martillero otorgado por autoridad competente conforme a la ley Nacional de Martilleros; ii) tener matrícula de Corredor conforme a lo prescripto por el Código de Comercio y leyes modificatorias y; iii) estar inscripto en alguno de los colegios Departamentales creados por dicha ley (art. 1°). 

c) En el sub lite, la prueba aportada por el demandante a fin de acreditar el cumplimiento de las condiciones legalmente exigidas para habilitar su actuación como corredor ha sido insuficiente. 

En efecto, si bien en su responde el codemandado Pérez negó la calidad de Martillero y Corredor Público de Kandraski así como la autenticidad del "Certificado de Examen-Título Martillero y Corredor Público" que éste adjuntó, la única prueba que produjo Kandraski a fin de justificar su habilitación para actuar como corredor en la operación concertada entre los demandados, fue la referida a su aprobación del examen de Martillero y Corredor Público en el año 1998 (informe de fs. 344/5, de la Cámara de Apelaciones de Necochea, Prov. de Buenos Aires), mas no probó hallarse matriculado en el colegio departamental de la jurisdicción correspondiente, ni haber constituido la garantía prevista en la ley 20.266, art. 3. 

En tal contexto, toda vez que la sanción prevista por el citado art. 33 resulta ser de orden público (CNCom., Sala E, "Farber, Carlos A. c/ Instituto Cardiovascular de Buenos Aires", del 21-09-05), sin que sobre ello existan dudas, pues constituye el resultado de la intención del legislador de dar prioridad a la protección del corretaje regular (Rouillón, Adolfo A. N., "Código de Comercio -Comentado y Anotado-", Ed. La Ley, pág. 149), resulta indefectible concluir que el demandante no tiene acción para perseguir el pago de la remuneración que reclama. 

No empece a lo expuesto la existencia de la reserva de compra que según afirmó el demandante habría suscripto Pérez, y por la cual se habría obligado al pago de la comisión allí fijada, pues, aun cuando se la juzgase auténtica, éste no aparece allí como comitente del actor sino interesado en la compra. 

De modo que la cuestión bajo análisis resulta similar a la examinada por la Corte Suprema en la causa "Caracciolo, E. y otro c/ Provincia de San Luis s/cobro de comisión", del 17-03-87, en la que un corredor no matriculado demandó al interesado en la celebración del negocio y en la que se estableció que la inobservancia de la exigencia legal relativa a la inscripción en la matrícula de corredores lo priva del derecho a percibir comisión y no puede ser dispensada ni siquiera ante la existencia de convención expresa celebrada sobre el punto con apoyo en el principio general consagrado por el CCiv., 1197 

(CNCom., Sala E, fallo "Paredes" ya citado; íd. "Olea, Eduardo F. c/ Taliano, Enzo O. y otro", del 14-11-08). 

Tampoco obsta tal solución la invocada inscripción en el "Colegio Público de Martilleros y Corredores de La Matanza", que se formuló al expresar agravios (fs. 740 último párrafo), en tanto habiendo sido controvertida su condición de martillero y corredor por parte de su contrario al contestar a la demanda (fs. 193 cuarto párrafo), fue suya la carga de acreditar el presupuesto de hecho en que fundó su derecho de percepción de la comisión, por su alegada labor de intermediación (CPr., 377 

), carga que, como fue señalado, no puede considerarse satisfecha. 

Por consiguiente, cabe admitir el agravio en examen y revocar la condena decidida en el fallo. 

3) En lo que concierne al reclamo contra el codemandado Diszel, lo antes juzgado sobre la ausencia de matriculación es dirimente para confirmar el rechazo de la pretensión. 

Además de ello, la desestimación procede por cuanto, si bien éste reconoció haber otorgado inicialmente autorización verbal a Kandraski para ofrecer en venta el inmueble, existen diversas circunstancias que así lo imponen. 

a) La primera, es que el propio reclamante admitió que la comisión no sería abonada por el vendedor sino por el comprador (fs. 94, párrafo 3ro. y 4to. y 94vta. 4to. párrafo.), por lo que Kandraski no acreditó asumida ninguna obligación de pago hacia él por parte de Diszel. 

b) La segunda, es que aparecen verosímiles los dichos de Diszel referidos al retiro de la autorización de venta en noviembre de 2004, "por haber transcurrido más de ocho meses sin tener noticia de la inmobiliaria y haber fracasado la venta en octubre de 2004", en tanto las publicaciones acompañadas por Kandraski fueron efectuadas hasta dicha época (escrito de inicio, fs. 93), mientras que la transmisión de la propiedad se efectuó en abril de 2005. 

c) Por el contrario, no considero justificado que siendo Dyzsel vecino de Kandraski por ser propietarios de viviendas contiguas (demanda, fs. 94 in fine), este último no haya podido ubicar al primero para firmar el documento de reserva de compra que se atribuyó a Pérez (fs. 3). 

Coincido así, con el pronunciamiento del Tribunal Oral en lo Criminal N° 10 de Capital Federal en la causa penal seguida contra Kandraski por estafa procesal, dictado posteriormente al fallo apelado (fs. 852/67), en el que se concluyó que el demandante no probó haber comunicado la oferta de compra a Dizsel, ni que éste la hubiese aceptado (fs. 862, primer párrafo). 

En conclusión debe confirmarse el rechazo de la demanda decidido en el fallo, y ello torna innecesario analizar los demás agravios del actor. 

4) No obstante ello, no concluiré mi voto sin referir otra circunstancia justificativa de la desestimación del reclamo del actor, relativa a la controvertida autenticidad de la firma inserta en el documento de reserva de compra acompañado por el demandante y atribuida al codemandado Pérez. 

Cabe señalar que, a fin de dirimir dicho aspecto, durante el transcurso de la presente causa, así como en el de la tramitada en sede penal, se produjeron diversos peritajes caligráficos sobre aquél documento que arrojaron resultados disímiles. 

a) En efecto, si bien inicialmente la perito calígrafo C. N. Romano designada en estos autos concluyó, en criterio coincidente con el de la consultora técnica del demandante S. M. Bonomi (fs. 294/7), que "la firma cuestionada que suscribe la oferta y/o reserva de compra obrante a fs. 22 se corresponde con los elementos auténticos del demandado Francisco Osvaldo Pérez" (fs. 285/90), dicha opinión no fue compartida por el consultor técnico del demandado Pérez -M. O. Reynoso- quien consideró en su informe que la rúbrica analizada no pertenece al puño escritural de Pérez (fs. 301/4). 

b) Por otro lado, se adjuntó a la causa el peritaje practicado por los expertos de Gendarmería Nacional en la referida causa penal, peritos D. R. Flores y G. J. Caffarena, en el cual concluyeron que: (i) "En virtud de no poder valorar los aspectos intrínsecos de la firma dubitada, no es posible determinar categóricamente si corresponde o no, con las indubitadas de Francisco Osvaldo Pérez; (ii) Se establecieron dos tipos de tinta (elementos escritores) en el trazado de la firma debitada; (iii) Los resultados físico-químicos obtenidos, son determinantes para indicar la existencia de una o más tintas utilizadas en la confección de la firma debitada; no obstante ello, no son concluyentes respecto a si la firma corresponde o no, a Francisco Osvaldo Pérez" (fs. 547/55). 

c) Posteriormente se acompañó a estas actuaciones la copia de un nuevo dictamen pericial dispuesto en dichas actuaciones, en el que el perito calígrafo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, G. A. Anzorena, concluyó que "La firma obrante en el cuestionado documento...SE CORRESPONDE con la indubitable de Pérez" y, en el que el perito de parte M. O. Reynoso, mantuvo su opinión de que "La firma cuestionada...NO PERTENECE al puño escritural del Sr. Perez..." (los resaltados pertenecen a la copia glosada a fs. 573/6). 

Dada la situación planteada en punto a la falta de coincidencia entre los referidos peritajes, se dispusieron audiencias de explicaciones con la presencia de los expertos (fs. 599 y 619), en las que los profesionales citados expusieron sus fundamentos y ratificaron las conclusiones brindadas en sus respectivos informes (actas de fs. 615/6 y 638/9). 

d) Finalmente, después de dictada la sentencia en examen, se acompañó a la causa otro peritaje dispuesto por la Justicia Criminal, a fin de "...determinar el valor del primer informe elaborado por ese organismo...a la luz de lo que se ha podido determinar en el informe de la Dirección de Policía Científica de Gendarmería Nacional..." (fs. 715, último párrafo). 

En dicho informe, el Decano del Cuerpo de Calígrafos Oficiales de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, perito N. E. Lucas, concluyó que "...técnicamente no es posible atribuir su confección a Osvaldo Pérez..."(fs, 717 vta. 3er. párrafo). 

e) Tal circunstancia, motivó que en el pronunciamiento del Tribunal Oral en lo Criminal N° 10 de Capital Federal en la mencionada causa penal seguida contra Kandraski por estafa procesal, se absolviera al aquí actor con base en el beneficio de la duda (fs. 852/67). 

En tal contexto considero que, aun cuando se soslayase el incumplimiento del actor en la carga de acreditar la debida habilitación para ejercer el corretaje, la falta de prueba categórica de la autenticidad de la firma atribuida al codemandado Pérez, impondría la desestimación del reclamo, por lo que, en definitiva, la solución que propicio no se modificaría. 

VI. Por lo expuesto propongo al Acuerdo: a) Admitir el recurso interpuesto por el codemandado y, por consiguiente, revocar la sentencia apelada con el efecto de rechazar la demanda promovida por GUSTAVO DARÍO KANDRASKI contra FRANCISCO OSVALDO PÉREZ, a quien se absuelve, con costas de ambas instancias al demandante vencido (CPr., 68 

y 279 

); y b) Rechazar el recurso interpuesto por el demandante, con costas. 

Así voto. 

El Señor Juez de Cámara, doctor Sala dice: 

Comparto los fundamentos vertidos por el Señor Juez preopinante por lo que adhiero a la solución por él propiciada. Voto, en consecuencia, en igual sentido. 

Por análogas razones, el Señor Juez de Cámara, doctor Caviglione Fraga, adhiere a los votos anteriores. 

Con lo que termina este Acuerdo, que firman los Señores Jueces de Cámara doctores Miguel F. Bargalló, Ángel O. Sala y Bindo B. Caviglione Fraga. Ante mí: Sebastián I. Sánchez Cannavó. Es copia del original que corre a fs...del libro nº 30 de Acuerdos Comerciales, Sala "E". 

SEBASTIÁN SÁNCHEZ CANNAVÓ 

Secretario de Cámara 

Buenos Aires, 27 de agosto de 2010. 

Y VISTOS: 

Por los fundamentos del acuerdo precedente, se resuelve: Admitir el recurso interpuesto por el codemandado y, por consiguiente, revocar la sentencia apelada con el efecto de rechazar la demanda promovida por GUSTAVO DARÍO KANDRASKI contra FRANCISCO OSVALDO PÉREZ, a quien se absuelve, con costas de ambas instancias al demandante vencido (CPr., 68 y 279); y b) Rechazar el recurso interpuesto por el demandante, con costas. Notifíquese a las partes por cédula a confeccionarse por Secretaría. 

MIGUEL F. BARGALLÓ 

ÁNGEL O. SALA 

BINDO B. CAVIGLIONE FRAGA 

SEBASTIÁN SÁNCHEZ CANNAVÓ 

Secretario de Cámara

